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PRUEBA DE CONTEXTO. METODOLOGÍA PARA SU ANÁLISIS ANTE PLANTEAMIENTOS DE 

NULIDAD DE ELECCIÓN Y/O SITUACIONES DE DIFICULTAD PROBATORIA. Hechos: En diversos 

asuntos, se impugnaron sentencias de tribunales electorales locales en donde se alegó que no 

se consideró adecuadamente lo que denominaron “prueba contextual” o “prueba de contexto”, 

para acreditar hechos vinculados con irregularidades graves y determinantes para la validez del 

proceso electoral. Al analizar el planteamiento de nulidad de la elección por supuestos actos de 

violencia generalizada y por la intervención de personas vinculadas a grupos de la delincuencia 

organizada en las elecciones, la Sala Superior consideró necesario precisar aspectos 

metodológicos vinculados al análisis contextual.  

Criterio jurídico: La prueba de contexto o análisis contextual deberá considerar los siguientes 

elementos metodológicos: 1. Distinguir entre los hechos contextuales o periféricos, entendidos 

como circunstancias o condiciones macro políticas o estructurales que se refieren a hechos 

públicos, notorios o conocidos que no requieren un estándar de prueba estricto sino general, y 

los hechos específicos que respaldan las pretensiones de las partes, que se inscriben en los 

hechos contextuales y tienen un carácter representativo de éstos y no de conductas o hechos 

aislados; 2. La acreditación tanto de los hechos contextuales como de los específicos, estos 

últimos a partir del análisis y valoración individual y conjunta de las pruebas aportadas, así como 

de las inferencias que puedan derivarse de los hechos contextuales; y 3. La correlación entre los 

hechos contextuales y específicos mediante la valoración de los siguientes elementos, a partir 

de un estándar basado en el balance de probabilidades, y a fin de confirmar razonablemente la 

hipótesis principal de la parte promovente, así como descartar otras que resulten menos 

plausibles: a) la existencia de una narrativa coherente y verdadera apoyada en elementos 

mínimos de los que pueda desprenderse un contexto de posibles violaciones sistemáticas o 

generalizadas de derechos fundamentales (por ejemplo, aquellos derivados de informes, 

relatorías o estudios de organizaciones nacionales o internacionales, artículos académicos, entre 

otros); b) la configuración, a partir de dicha narrativa, de un caso complejo (por tratarse del 

análisis de una pluralidad de hechos, conductas, personas, ámbitos geográficos o situaciones 

estructurales de desigualdad, violencia o discriminación) en donde el contexto de los hechos 

implique dificultad probatoria; c) la constatación razonable de que determinados hechos 

ocurridos en una demarcación específica han afectado considerablemente a la población por un 

tiempo prolongado o de manera significativa; d) que de los elementos contextuales analizados 

se advierta una posible sistematicidad o generalidad de los actos o hechos denunciados, y e) que 

se pueda confirmar razonablemente una afectación focalizada y un impacto mayor o 

diferenciado en ciertos derechos frente a otros.  

Justificación: La Sala Superior, como otras instancias, entre ellas, la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos, ante situaciones complejas de dificultad probatoria, han considerado la 

denominada “prueba contextual” o análisis contextual, como una metodología para identificar 

elementos que constituyen indicios que permiten flexibilizar la carga o el estándar probatorio 

sobre hechos específicos que constituyen violaciones a los derechos político-electorales o a los 

principios que rigen las elecciones democráticas a partir de patrones sistemáticos, generalizados 

o reiterados de violencia, discriminación o desigualdad estructural. Este tipo de análisis requiere 

del órgano jurisdiccional una reconstrucción del contexto, así como del caso particular a partir 



de las narrativas formuladas por las partes en el litigio, considerando las cargas argumentativas 

y probatorias que correspondan. Esto, porque las conductas deben situarse en su contexto de 

forma coherente, para estar en posibilidad de generar inferencias válidas sobre los móviles, 

razones, antecedentes que explican de mejor manera la situación general, así como las 

conductas concretas sometidas a conocimiento y resolución del órgano judicial. La 

determinación del contexto no depende de la narrativa manifestada por las partes –pues se 

trata en su mayoría del análisis de hechos públicos, conocidos o asumidos de manera general 

por la sociedad– sin embargo, cuanto más coherente sea esta narrativa, mayores elementos 

habrá para la consideración de la autoridad jurisdiccional. La flexibilización de cargas probatorias 

se justifica en la coherencia argumentativa expuesta para explicar plausiblemente la generación 

de presunciones válidas de un determinado contexto, en relación con los hechos específicos del 

caso; lo que implica justificar en qué medida el contexto de una situación concreta imposibilita 

a las partes aportar determinada prueba. Así, en la medida en que la narración de los hechos 

sea coherente y refleje razonablemente el contexto y las circunstancias de modo, tiempo y lugar 

de los hechos específicos, mayores serán los elementos que permitan a los tribunales electorales 

confirmar las afirmaciones o hipótesis sobre la correlación de los hechos contextuales y los 

hechos específicos y, en su caso, mayores las posibilidades de alcanzar su pretensión.  

Séptima Época:  

Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-166/2021 y acumulados 

Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-101/2022. 

 


